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NULIDAD POR FALTA DE INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. Sería del caso entrar a resolver de fondo la controversia planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida conformación de la Litis que impide la realización de tal estudio y conlleva a la necesaria declaratoria de la nulidad de lo actuado. (…) [P]ara efectos de poder estudiar sobre la factibilidad de conceder la solicitud de amparo invocada por la apoderada judicial Porvenir S.A., sería necesario conocer lo que al respecto tienen por decir sobre el asunto la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Obligaciones Pensionales y Fiscalización de Contribuciones Parafiscales –UGPP-, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Oficina de Bonos Pensionales adscrita este último, toda vez que lo apropiado sería entrar a determinar en cuál de estos Entes estatales reposa la información sobre la acreditación de los pagos realizados por conceptos de aportes al SGSS de los antiguos trabajadores vinculados al Departamento de Risaralda, y que en tal calidad se encontraban cotizando a la extinta Cajanal. Ahora, y no menos importante, resulta la vinculación a este trámite del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, puesto que si se miran detenidamente los argumentos que motivaron a la accionante a promover la presente acción constitucional, fueron precisamente aquellos que van en búsqueda de la protección de otros derechos de rango constitucional de su afiliado, toda vez que al parecer tiene derecho al reconocimiento de un bono pensional, que no ha podido hacerse efectivo, precisamente porque no se ha consolidado la información de su historia laboral para el período en el cual laboró para el Departamento de Risaralda, lo cual implica que en últimas sea el señor Tejada Mejía el principal destinatario de la protección que por esta vía se pretende. Con base en lo que viene de decirse, se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, y para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 27 de julio de 2017, de acuerdo a los argumentos señalados en párrafos anteriores. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Dra. CLAUDIA LORENA TORRES ARCHILA, apoderada del DEPARTAMENTO DE RISARALDA, como entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 27 de julio del presente año, por medio del cual decidió tutelar el derecho fundamental de petición invocado por la apoderada de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.
ANTECEDENTES:
La Dra. Laura Michelle Gama Melo, apoderada judicial de la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A, acudió al presente mecanismo constitucional en búsqueda del amparo de sus derechos fundamentales de petición, habeas data y debido proceso y a su vez, con el fin de garantizar los del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, quien ostenta la calidad de afiliado suyo. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud se pueden relacionar así:
· Porvenir S.A. le solicitó al Departamento de Risaralda desde el 14 de mayo de 2013 una certificación de información laboral para bono pensional del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, de la cual recibió respuesta en esa misma fecha, donde indicaron que los aportes para pensión se realizaron a Cajanal, pero no adjuntaron ningún soporte de pago, razón que impide a la Nación asumir el reconocimiento y pago del bono pensional. 

· En vista de lo anterior, la entidad presentó por intermedio de su apoderada judicial un derecho de petición dirigido al Departamento de Risaralda el 11 de enero del año que transcurre, en el que pedía las copias de las planillas y/o los soportes de pago de las cotizaciones realizadas a Cajanal. Al respecto recibió respuesta el 2 de febrero de 2017, donde por medio de comunicación No. 000402-1648 la hoy encartada expuso que se encontraba adelantando los trámites tendientes a determinar la viabilidad y legalidad en cuanto al soporte de las certificaciones de tiempo de servicio mediante declaraciones judiciales ante la Procuraduría General de la Nación. 
· Por su parte, la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales informó mediante comunicado del 29 de diciembre de 2016 que no se encontró ningún soporte de planillas a nombre del señor Libardo Emilio Tejada Mejía. 
· Teniendo en cuenta que es responsabilidad de la entidad empleadora certificar las cotizaciones realizadas a Cajanal, de acuerdo al criterio de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá, si no cuenta con los respectivos soportes de ello, expedir una nueva certificación laboral válida para bono pensional, en la cual se relacione a sí misma como encargada de la cuota parte del bono pensional por los tiempos certificados y no soportados.    

· El señor Libardo Emilio Tejada Mejía presentó ante esa administradora de pensiones una reclamación pensional, que no ha podido ser atendida por cuanto no se encuentra actualizada y conformada su historia laboral, lo cual refleja, entre otros, una vulneración a sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social.  
PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y en consecuencia, se ordene al Departamento de Risaralda la expedición de los respectivos soportes de pago de las cotizaciones efectuados a Cajanal respecto del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, como se le solicitó en la petición presentada allí desde el 11 de enero de 2017, ahora, en caso de no contar con los soportes requeridos, se ordene el cambio de certificación laboral para bono pensional, conforme indicó en los hechos narrados. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó conocimiento de la actuación el día 25 de julio del año avante y corrió traslado al Departamento de Risaralda con el fin de que ejerciera su derecho de defensa y contradicción.
Posterior al estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 27 de julio de 2017 tutelar el derecho fundamental de petición incoado por la Dra. Laura Michelle Gama Melo, apoderada de Porvenir S.A., y en consecuencia, ordenó a la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda que a través de su representante legal, y dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, adelantara las acciones tendientes a resolver de fondo y notificar en debida forma la petición incoada por la parte accionante. 
IMPUGNACIÓN:
La decisión de primera instancia fue impugnada por la apoderada judicial del Departamento de Risaralda mediante oficio del 16 de agosto del año que transcurre, memorial dentro del cual señaló que ese Ente Territorial, por medio de la Dirección Administrativa de la Secretaría de Educación ha atendido los requerimientos efectuados por la accionante, y en consecuencia se han expedido los certificados de información laboral conforme a los reportes que obran allí.
De este modo, lo que se le ha explicado a la petente es que se están adelantando las gestiones tendientes a la obtención de un concepto por parte de la Procuraduría General de la Nación para efectuar el procedimiento establecido en la ley 50 de 1986.  
Sin embargo, lo que busca la actora es que se modifiquen los certificados de información laboral correspondientes al señor Libardo Emilio Tejada Mejía, pretendiendo que el ente territorial asuma los tiempos de servicios cotizados a Cajanal por no contar con los soportes de pagos efectuados en las vigencias correspondientes, lo cual resulta inviable pues se trata de recursos públicos que no pueden ser utilizados de manera indiscriminada, especialmente porque no es éste el único caso que se encuentra en trámite en el mismo sentido.  
Adicional a ello, expuso que tiempo atrás el Departamento de Risaralda firmó un convenio con la extinta Cajanal para la prestación de los servicios médico asistenciales y el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas para los empleados del Departamento, ello para los periodos comprendidos entre el 1º de febrero de 1967 al 31 de enero de 1977, sin embargo, hoy en día la Nación ha objetado el reconocimiento y pago de esos períodos, al considerar que no se acredita prueba de los pagos realizados a Cajanal, sin tener en cuenta el mencionado contrato, que además fue reconocido por el entonces Viceministro de Trabajo. 

Así las cosas, el Organismo Territorial ha efectuado diversas gestiones para lograr que los tiempos certificados por el Departamento sean asumidos por la Nación con cargo a la Caja de Previsión, solicitud que se elevó ante la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para lo cual se recibió respuesta en el sentido de exigir para ese reconocimiento la copia de los recibos de pago de los aportes efectuados a Cajanal (con los cuales no cuenta), o en su defecto, la acreditación por medio de las declaraciones testimoniales a las que hace referencia la Ley 50 de 1886, que deben ser presentadas ante notario o funcionario que cumpla esa función. 
Planteado ese último requisito, el Departamento de Risaralda ha solicitado el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Regional y la Procuraduría Delegada para Asuntos del Trabajo y Seguridad Social en la ciudad de Bogotá, para llevar a cabo esas pruebas. 

No obstante lo anterior, la Procuraduría Regional Risaralda informó mediante Oficios PRR-2401 de junio de 2016 y PRR-2749 de julio de 2016 que para el asunto no es aplicable la Ley 50 de 1986, y por lo tanto debe requerirse a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. En efecto, en agosto de 2016 se le remitió a esa última un oficio para poder determinar el procedimiento a seguir, Oficina que indicó en esa oportunidad que conforme a lo establecido en el artículo 23 del Decreto 2194 de 2009, le corresponde a la unidad de Gestión Pensional y parafiscales UGPP la custodia de los archivos físicos de la extinta Cajanal.  

Así mismo, se han remitido oficios al Subdirector de Gestión Documental de la UGPP el 5 de septiembre de 2016, el 24 de febrero de 2017 y el 13 de marzo de 2017 solicitando las colillas de pago, certificaciones o recibos de pago de los aportes realizados a Cajanal. Al respecto, se remitieron por la UGPP 124 soportes de pagos realizados entre el 16 de julio de 1973 y diciembre de 2000, que a su vez se trasladaron al Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales para su respectiva revisión y trámite. 

Basada en los argumentos sintetizados atrás, manifestó la encartada que ha venido adelantando los trámites pertinentes para lograr el reconocimiento de las cotizaciones faltantes por parte de la Nación, acorde con ello, indicó que exigirle una documentación que no tiene dentro de sus archivos sería obligarla a un imposible.       

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

El problema jurídico que concita la atención de la Colegiatura gira en torno a determinar si por parte del Departamento de Risaralda se han vulnerado los derechos fundamentales reclamados por la accionante, al no dar respuesta de fondo al derecho de petición presentado en esa entidad desde el 11 de enero de 2017, tendiente a obtener el certificado de unas cotizaciones realizadas en calidad de empleador a la extinta Cajanal a favor de uno de sus afiliados, concretamente el señor Libardo Emilio Tejada Mejía.   

Sería del caso entrar a resolver de fondo la controversia planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida conformación de la Litis que impide la realización de tal estudio y conlleva a la necesaria declaratoria de la nulidad de lo actuado. 

De acuerdo a las manifestaciones hechas por ambas partes dentro de las presentes diligencias, los documentos arrimados al expediente, y las pretensiones que se desprenden de la solicitud de amparo constitucional, se puede establecer con claridad que el organismo territorial que representa el Departamento de Risaralda no es la única entidad llamada a pronunciarse frente a los intereses que ha sacado a relucir la apoderada judicial de la administradora pensional Porvenir S.A., pues a pesar de que fue allí donde se radicó la solicitud, resulta evidente que para dar solución al tema objeto de discusión deben participar diferentes entidades de manera conjunta.
Lo anterior, por cuanto lo que se pretende básicamente es obtener de forma consolidada la historia laboral del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, quien durante cierto período laboral estuvo vinculado como empleado del Departamento de Risaralda, momento para el cual se encontraba vigente la celebración de un contrato por parte de este último con la Caja Nacional de Previsión Social, Cajanal, en el que la misma estaba obligada a prestarle a sus afiliados los servicios médico asistenciales, así como el reconocimiento y pago de diferentes prestaciones económicas.  
No obstante, la Caja Nacional de Previsión Social fue liquidada en el año 2011, conforme a lo dispuesto en el Decreto 2196 de 2009, y en virtud de ello, se delegó en la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Obligaciones Pensionales y Fiscalización de Contribuciones Parafiscales –UGPP-, entre otras cosas, el manejo y custodia de las historias laborales y documentos relacionados con los servicios prestados a los usuarios de la extinta Cajanal: 
“ARTÍCULO 23. ENTREGA DE INFORMACIÓN DE LOS AFILIADOS. Las historias laborales y demás documentos que tengan relación con los servicios prestados a los usuarios de la Caja Nacional de Previsión Social, Cajanal EICE en Liquidación, que se encuentren cotizando, serán entregadas a la entidad a la que queden afiliados, y los de los demás a la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, quienes serán responsables de la custodia y del manejo de las mismas, de acuerdo con la normatividad existente sobre la materia.

La información será remitida en la forma que establezcan conjuntamente los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de la Protección Social.”
Sin embargo, previo a la culminación de ese proceso liquidatorio y consecuente traslado de los archivos a la UGPP, la entidad encargada de la guarda, custodia y conservación de los documentos que manejaba Cajanal era el Ministerio de Salud y Protección Social, como principal ejecutor de aquella liquidación, conforme al Decreto 254 de 2000: 
“ARTÍCULO 39. ARCHIVOS. Los archivos de la entidad en liquidación se conservarán conforme a lo dispuesto por el Archivo General de la Nación.
Será responsabilidad del liquidador constituir, con recursos de la entidad, el fondo requerido para atender los gastos de conservación, guarda y depuración de los archivos. La destinación de recursos de la liquidación para estos efectos, se hará con prioridad sobre cualquier otro gasto o pago a cargo de la masa de la entidad en liquidación.”
Ahora, debe decirse también que el Decreto 1299 de 1994 “por el cual se dictan las normas para la emisión, redención y demás condiciones de los bonos pensionales”, creó con su expedición la Oficina de Bonos Pensionales, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y le encomendó el deber de materializar el reconocimiento, liquidación y emisión de los bonos pensionales y cuotas partes a cargo de la Nación:      
“Artículo 24º.- Emisión de los bonos pensionales. Corresponderá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público el reconocimiento, liquidación, emisión y pago de los bonos pensionales y cuotas partes a cargo de la Nación.

Para tal finalidad se crea en la dirección general del tesoro nacional la oficina de obligaciones pensionales que tendrá como función desarrollar las actividades relacionadas con el reconocimiento, liquidación y emisión de bonos pensionales y cuotas partes a cargo de la Nación. El desarrollo de estas funciones y la realización de todos los trámites necesarios, podrá contratarse con entidades públicas o privadas o personas naturales.

El pago de los bonos pensionales estará a cargo de la Tesorería General de la Nación y el de pensiones a cargo del fondo de pensiones públicas del nivel nacional. (…)
Parágrafo 3º.- Corresponderá a estas unidades la expedición de los bonos de las entidades del nivel territorial referidas en el artículo 23 del presente Decreto que sean sustituidas por los fondos de pensiones públicas correspondientes.”
De acuerdo a los lineamientos normativos esbozados en precedencia, encuentra esta Colegiatura que para efectos de poder estudiar sobre la factibilidad de conceder la solicitud de amparo invocada por la apoderada judicial Porvenir S.A., sería necesario conocer lo que al respecto tienen por decir sobre el asunto la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Obligaciones Pensionales y Fiscalización de Contribuciones Parafiscales –UGPP-, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Oficina de Bonos Pensionales adscrita este último, toda vez que lo apropiado sería entrar a determinar en cuál de estos Entes estatales reposa la información sobre la acreditación de los pagos realizados por conceptos de aportes al SGSS de los antiguos trabajadores vinculados al Departamento de Risaralda, y que en tal calidad se encontraban cotizando a la extinta Cajanal. 
Ahora, y no menos importante, resulta la vinculación a este trámite del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, puesto que si se miran detenidamente los argumentos que motivaron a la accionante a promover la presente acción constitucional, fueron precisamente aquellos que van en búsqueda de la protección de otros derechos de rango constitucional de su afiliado, toda vez que al parecer tiene derecho al reconocimiento de un bono pensional, que no ha podido hacerse efectivo, precisamente porque no se ha consolidado la información de su historia laboral para el período en el cual laboró para el Departamento de Risaralda, lo cual implica que en últimas sea el señor Tejada Mejía el principal destinatario de la protección que por esta vía se pretende. 
Con base en lo que viene de decirse, se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, y para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 27 de julio de 2017, de acuerdo a los argumentos señalados en párrafos anteriores. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 27 de julio de 2017, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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